
desde el extranjero y no se les observó capitalización.

La Fiscalía General de la República del Pacífico encontró méritos para 

adelantar averiguaciones previas, dentro del término máximo establecido 

por la ley, y ordenó la participación de la  policía científica  en  la práctica 

de una serie de diligencias e inspecciones en el grupo minero El Diamante. 

Se logra establecer  la existencia de una conducta punible, por lo que se 

solicita  a  la Jueza de Control,  la captura y medida de aseguramiento 

contra  cuatro  presuntos legitimadores de capitales.

Por las actuaciones ordenadas por el Ministerio Público, se consideró que 

existían suficientes elementos de convicción para señalar como los autores 

y partícipes en la comisión del delito de legitimación de capitales, previsto 

y sancionado en el artículo 37 de la Ley Orgánica sobre Sustancias 

Estupefacientes y Psicotrópicas (Losep), a  los ciudadanos Pánfilo Midas, 

gerente del grupo minero; Pandora Dinero, asesora; Aurora Roca y Pelufo 

Cacha, patronos de una de las inversionistas, condenados previamente 

a 15  y 7 años de prisión, respectivamente,  por el delito  de tráfico ilícito 

de estupefacientes, y la  empleada doméstica, Blanca Molina, investigada 

por el mismo ilícito.

El informe técnico solicitado por los fiscales determinó que en los libros 

obtenidos del grupo minero "El Diamante" sólo se encontró un asiento 

contable que registra una inversión extranjera equivalente a $100.000. No 

se encontró capitalización con más dinero extranjero o moneda nacional. 

En el análisis de las declaraciones tributarias, tampoco se encontró cifra 

alguna que indicara el ingreso de 5 mil lones de dólares.

Asimismo, el Ministerio de Energía y Minas había suspendido el permiso 

de explotación a la empresa minera, y  la empresa se encontraba inactiva, 

según  inspección en el lugar donde funcionaba.

El juicio simulado, que se inició a la 9 de la mañana y terminó cerca de las 

8 de noche, concluyó con la condena de Pelufo Cacha, Pandora Dinero 

y Pánfilo Midas, mientras que Aurora Roca fue absuelta y no se determinó 

ninguna evidencia contra la empleada doméstica Blanca Molina.

LEGISLACIÓN DEFICIENTE

El simulacro tiene triple propósito: 1) Tratar el delito de legitimación de 

capitales, 2) Planificar la investigación. 3) Practicar el juicio oral y público 

con tendencia acusatoria.

De acuerdo al documento de la UNODC y la CICAD/OEA, en Latinoamérica, 

“no hay mucho más que un puñado de países en donde se han dictado 

sentencias condenatorias” sobre legitimación de capitales. Expresan que 

la razón es que la legislación para la prevención, control y fiscalización de 

este delito grave “es menos que óptima”.

 La primera condena por legitimación de 
capitales surgió de la averiguación por 
un caso del decomiso de más de una 
tonelada de drogas en el Municipio San 
Francisco del estado Zulia citada, hecho 
ocurrido en febrero del año 2001.

Fiscales del Ministerio Público lograron 
recabar las pruebas necesarias para que 
el Tribunal 5° de Juicio de la ciudad de 
Maracaibo dictará condenas entre 15 y 
20 años de prisión contra cinco personas 
implicadas en el delito de legitimación 
de capitales y tráfico de estupefacientes. 

En el mes de febrero de 2001, la División 
de Investigaciones Penales del Zulia 
allanó un galpón ubicado en la zona 
industrial de San Francisco, donde se 
logró la incautación de 1.187 kilogramos 
de cocaína. Este decomiso dio origen a 
un juicio que culminó en el mes de mayo 
de 2001 con la sentencia condenatoria 
contra Lisbeth Coromoto Ortiz, por 
legitimación de capitales producto del 
tráfico de drogas, y contra Marcelo López, 
(argentino); Julio Rafael Gutiérrez y Jorge 
Luis Cancino Ospino (colombianos, 
ambos) y Heberto Salcedo ( venezolano) 
por el delito de tráfico ilícito de 
estupefacientes.

Lisbeth Coromoto Ortiz es la primera 
condenada en Venezuela por el delito de 
legitimación de capitales. Se le dictó 
sentencia de 20 años de prisión al 
comprobársele que tenía tres empresas 
“fachadas” que servían para el tráfico de 
drogas. Para los extranjeros implicados 
en el caso, se acordó 15 años de prisión 
y, además, una pena accesoria que 
consiste en la expulsión del país una vez 
que cumplan la condena impuesta por el 
Tribunal.

La primera condena real
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EN LATINOAMÉRICA

PANAMÁ 
Cada vez que el Banco cambie el oficial de cumplimiento, 
debe enviar el formulario específico  ante la Superintendencia 
de Bancos, a través de la  dirección electrónica de la Unidad 
de Cumplimiento, acompañado de una copia virtual de la 
hoja de vida del nuevo oficial de cumplimiento. Igual 
procedimiento se aplica en caso de vacaciones o reposo 
médico, en cuyo caso se envía el currículo del suplente.

URUGUAY
Las instituciones financieras deben informar a la 
Superintendencia de Instituciones de Intermediación 
Financiera el nombre del funcionario al que se le han 
asignado las funciones correspondientes al oficial de 
cumplimiento, dentro de los cinco días hábiles siguientes 
a su designación.

PERÚ
El oficial de cumplimiento debe elaborar un informe anual, 
en el mes de julio, detallando la situación del sistema de 
prevención ejecutado por la empresa.

GUATEMALA
Multas de 10 mil  hasta 50 mil dólares impone  la 
Superintendencia de Bancos a los sujetos obligados que 
cometan infracciones, tales como: incumplimiento de 
medidas para conocer e identificar a los clientes, no efectuar 
el nombramiento del oficial de cumplimiento, inexistencia 
de registros establecidos.




